
DOCUMENTO DE TRABAJO No. 16

REGULACION Y DESREGULACION: 
TEORIA Y EVIDENCIA EMPIRICA

Daniel Artana 
Enrique Szewach

Eundación de
I nvestigaciones 
Económica» 
Latinoamericana»

Bueno» Aire», Marzo de 1980

43



I. INTRODUCE WN»
La creciente intervención del Estado en la economía ha sido una 

de las características distintivas de la historia económica de este 
siglo. Sus orígenes pueden encontrarse tanto en razones económicas 
como en motivos extraeconómicos -o en una combinación de ambos-.

Recientemente, se ha verificada a nivel mundial un cambio en esa 
tendencia. Esta modificación en la organización económica de diver­
sos países Be ha concretado de diversas maneras. Por un lado, se en­
cuentra la privatización de activos estatalesj por otro la 
desregulación de numerosas actividades, en algunos casos acompañando 
la transferencia de empresas públicas. Una tercer linea de acción 
congruente con las dos anteriores1' es la modificación de los sis­
temas tributarios persiguiendo objetivos de eficiencia económica al 
ampliar las bases impositivas y reducir las alícuotas.

Los orígenes de este cambio institucional son también económicos 
y extraeconomicos. Tanto la evolución de la literatura especial izada 
como los problemas prácticos de las empresas públicas y las 
regulaciones gubernamental os, constituyan el soporte económico de la 
reforma y serán discutidos en detalle en las secciones siguiantes. 
Las razones no económicas se discuten sólo en aquellos temas que 
parecen de mayor utilidad para el caso argentino.

-ieten ciertas condiciones bajo 
las cualos un sistema de mercado competitivo conduce a una eficiente 
asignación de los recursos. Asimismo, mediante distribuciones de in­
gresos (de suma fija) es posible alcanzar cualquier combinación 
productiva eficiente. Estos dos resultados conforman los dos 
teoremas fundamentales de la economía del bienestar3.

En otras palabras, estos teoremas dicen que si los individuos 
actúan persiguiendo su propio interés se obtendrá una eficiente 
asignación de la dotación do recursos de la economía y si la 
combinación óptima no es deseable por problemas de distribución del 
ingreso, se pueden modificar, nutralmente, los recursos con que 
cuenta cada agente económico para alcanzai el objetivo deseado, 
restringiendo la intervención estatal al análisis de estas trans­
ferencias de factores productivos.

La teor ía económica ha discutido distintas razones qu© pueden 
llevar a un fracaso en este rol del mercado. Ellas son: la ausencia 
de competencia, la existencia de bienes públicos, las exter- 
nalídades, los mercados incompletos, problemas de información, 
redistribución de ingresos y bienes meritorios.

En las secciones que siguen se discuten estos tópicos en su 
relación con las regulaciones que el gobierno impone en la actividad 
económica.

Distintas formas de_intervención estadal
Existen básicamente dos formas de intervención estatal en la 

economía: la regulación a empresas privadas y la provisión directa 
d« bienes v servicios a través de algún organismo gubernamental 
(empresa pública, departamento d© la administración pública, 
etcétera).

La regulación a empresas privadas tiene como fundamento alterar 
©1 comportamiento de los agentes económicos privadas para obtener 
algún objetivo social, y comprende distintas alternativas. Las más 
conocidas son la imposición de restricciones físicas a la 
utilización de algún insumo o del producto final, (por ejemplo, 
cuotas de mercado. restricciones a la importación de insumos, 
obligación de utilizar dispositivos que reduzcan la contaminación 
ambiental, etcétera), y las restricciones sobro prados o tasas de 
retorno (por ejemplo, controles de precios, tasas de interés y tipo 
de cambio, regulación do distintas variables en función de la tasa 
de retorno, generalmente en el casa de servicios públicos provistos 
por empresas privadas, ate.).

los objetivos sociales perseguidos por estas normas son 
múltiples. Por ejemplo, los controles impuestos en función de la 
tasa de retorno procuran garantizar una rentabilidad al prestador 
del servicio, pero evitando la presencia de precios monopólicos; la 
obligación de cumplir determinadas normas ambientales intenta 
reducir el perjuicio sobre los obreros de la firma y los habitante»,
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dí» la región; las restricciones a la importación per .iqumn el desar­
rollo de -jctlvidados oconómicas radicadas en el país o en el caso de 
algunos productos primar ios evitar la transmisión Je farmerfades o 
playas; los controles de precios y tasas de interés procuran es­
tabilizar las variables macroeconóm icas, evitar precios monopóllcos 
y asegurar finaneiamiento bar ita a determinados -¡actores".

En otros casas, el Estado en lugar d® intentar modificar ac­
titudes privadas, prefirió la provisión directa de bienes. y sor- 
vicios a través de alauri ente estatal ya sea empresa pública u otra 
organismo gubernamental.

Los argumento» méss utilizados para el uso de la empresa pública 
como alternativa a la regulación de empresas privadas se vinculan 
con el tema del monopolio natural, en dónde la producción a través 
do un.» sóla 'Irma es más eficiente que a través de varias; can la 
necesidad de realizar inversiones cuantiosas y de larga maduración 
en dónde el sector público podría tener superioridad de información 
frente al »©r tor pr-rvadn, disminuyendo i»l riesgo de esto tipo de 
inversiones; con la posibilidad de utilizar a la empresa pública 
para cumplir objetivos di--, tintos a !-• de maximi zac. ón do beneficios, 
en general re>Lic:onados con la distribución del ingreso, o con fun- 
Siones geopolíticas o de desarrollo regional, etc.. En otras casos'',

a impasibilidad de iinplementar un contrato do concesión razonable 
para ambas partes aconsejaba la utilización -Je la integración verti­
cal entre el poder político y la ejecución misma de la política (por 
ejemplo defensa nacional) se- entendí.* que la provisión de bienes 
públicos resultaba más eficiente, precisamente, a través de un ente 
gubernamental.

En todos ostos rasos s» observa: o bien U intención gubernamen­
tal de inducir a la actividad privada cor. el objeto de solucionar 
alguna presunta falla de mercado c> a 1 ternativamc-nte la de atacar 
directamente esa falencia. Por lo tanto, a los fines expositivos, la 
revisión de la literatura y de la Kv&dvncla empírica rocíente se 
divide tm dos partest el •’studio de las regulaciones gubernamentales 
y el de la provisión directa por parte de empresas públicas.

II. PRaVISION. DE BIENES. Y SFRVICTQE A TRAV£S. PE LfL.E!3FfiE5A PUBLICA

Coma se mencionara, «»n muchos casos se prefirió la provisión 
directa por parte del Estado, frente a la alternativa de la 
regulación al sector privado. 5x bien este trabajo s# concentra en 
el estudio de las regulaciones al sector privada, no puede dejar de 
mencionarse la intervención estatal a través d« un ente público, no 
sólo por la Importancia que este tipo de intervención ha tenido en 
varios países, entre ellos l.i Argentina, sino porque en muchos casos 
la elección de alternativas diferentes de intervención, o incluso la 
desregulación, pueden Justificarse dadas las fallas que presenta 
este método de intervención para alcanzar los objetivos perseguidos*

Uno de los argumentos teóricos más importantes que justifica la 
introducción de una empresa pública es el de "monopolio natural".

Se sostiene que la forma más eficiente de evitar la apropiación 
de las reptas monopólicas por parte de una empresa privada es I a de 
reservar el mercado a un ente público, que puede, de esa manera, 
evitar la fijación d» precios monopóllcos y a la vez aprovechar la 
eficiencia de asignación que se deriva de la existencia de una sóla 
empresa en este tipo de mercados.’ Así, por ejemplo, la propiedad 
pública ha sido muy común en noctoreu como energía, transporte, 
comunicaciones, anuas corrientes, etc.®

Sin embarga, la existencia do monopolio natural no justifica por 
sí sóla necesidad de una empresa pública, ya que existen otros
métodos. como la regulación a empresas privadas, impuestos 
especiales, subsidios, pagos de transferencias, etc. La 

L E-, este contexto, parece míente que la no consideración de otra» actividades del Estado es en alguna aedida 
arbitraria, Po’ ejeeplo. las desgravaciones fiscales a la inversión. coeunes en auctas países occideatalea, inten­
tan inducir el ccaporUeiento privado para obtener u-.a aavor invtriión o una aayor actividad en alguna región es 
particular: la legislación laboral oue íepone restricciones al despida de los trabajadores persigue en claro ob­
jetivo distributivo, pero adeeis intenta preservar el eepleo.

5. Ver ais adelante dentro de! acápite sobre 'egulaciones.

6. Para ais detalles ver Artana y Soto (19881.

7. Ver, pot ejeaplo Heraiisg y Ransoor (1984).

8. Le» prxesos di •sacioMlizacióo’ surgidos en acebos casos a partir de la segunda postguerra, y en el caso ar­
gentino ain antes, en empresas relacionadas con estos sectores, tenían cota une de los arguaentos ais poderosos el 
i» facilitar el control del aoaopolio natural. Para el caso inglés ver, por ejeaplo, Viclers y Tarro» 11985). 
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introducción, entonces, de empresas públicas debe analizarse con un 
concepto más amplio d«* falla de mercado, que abarca cuestiones 
económicas vinculadas pspecíficamnnte can los montos de inversión «n 
jueat', o qur se relacionan estrecharen te con objetivas 
o.t.raot rnómicos, o al menos ajenos con el papel especifico de la 
empresa, como por ejemplo la distribución del Ingreso*

Fn »>1 pi lmor caso, el problema de la inversión, Hemming y Mansoor 
Í1986) indican tiue el argumento tipleo ha sido la necesidad de 
grandes mantos de inversión con larga maduración, en dónde o bien el 
eei lor prjyado carecía dudumtament•» de capital suficiente para en­
carar dicha inversión, o bien, dada la larga maduración, exigía 
tasas títr retorno elevadas en vist.i del alto riesgo involucrado. En 
estos casos, parecía preferible la inversión a través de un ente 
público, que o bien podía disponer del capital necesario 
aprovechando la capacidad pública do financiarse a través de impues­
tos o fondos específicos, o bien tenía superioridad de información 
«cerca dr 1,3 continuidad de las pol íticas’*1.

En el segundo caso, se ha justificado el uso de la empresa 
pública, con argumentas vinculados directa o indirectamente con la 
distribución del ingreso.

Así, se •AU’Jtíwne que al utilizar una empresa pública se pueden 
proveer ciertos bienes y servicios a algunas sectores de la 
población por debajo de los costos de producción, cuestión más 
difícil de ímplcmonta» a través de una empresa privada maximitadora 
de beneficios. Otro argumento para utilizar a la empresa pública 
consiste en la posibilidad de poder fijar un "piso" salarial a 
través de las remuneraciones que paga el sector público en sus 
empresas, o do favorecer el empleo a través de la adopción de 
tecnologías menos eficientes pero más intensivas en el factor 
trabajo. Finalmente, sr considera además importante la presencia de 
empresas públicas en mercados poco competitivos, para servir de 
"testigo" a la regulación de empresas privadas aperando en el mismo 
sector, o para evitar que la empresa privada fije precios abusivos” 

de problemas: las ventajas de eficiencia en la producción que 
presupone la utilización de una empresa pública o privada, y la 
posibilidad práctica de obtener resultados favorables en la 
distribución del ingreso a través de la empresa pública.

Siguiendo a Borcherding et. al (1902), para el primer tipo de 
problemas se puede enfocar el tema desde eí ángulo de la propiedad 
del capital, o desde el de la teoría del Public Cholee, en tanto las 
empresas publicas están cujotas. como todo ente público, a las 
presiones de las coaliciones políticas o a las que surgen de la 
llamada teoría de la burocracia.

El primer tema, la propiedad del capital, ha cobrado importancia 
a partir de diversos trabajos”. en donde se argumenta que la
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empresas privadas más eficientes. Por ende, este precio superior 
resulta en un subsidio a la industria privada pagado por los con­
sumidores. Esto último razonamiento se contradice con los resultados 
consignados por Borcherdina et. al. ya mencionados, dado que según 
estos autores, en mercados dónde coexisten empresas públicas y 
Erlvadas en forma competitiva, no se han detectado diferencias sus- 
anciales de costas

III. REPLECIONES
Luego de la crisis del 30 comienza a general izarse un marcado es­

cepticismo respecto de la capacidad del mercado para alcanzar los 
objetivos deseados por la comunidad y la literatura especializada 
abunda en propuestas de regulación gubernamental intentando 
solucionar las falencia» del libre juego de las fuerzas de la oferta 
y la demanda.

Las fallas de mercado normalmente mencionadas en la literatura 
son: el monopolio natural, las barreras a la entrada impuestas por 
las firmas que ya operan en el mercado, la competencia ruinosa que 
existiría en un mercado desregulado, Iqg costos de transacción e 
información quo dificultan una solución privada, las externalidades 
y los bienes público#. El análisis que sigue se ha dividido en dos 
Irupos centrales en función de carácterísticas comunes, revisando la 
iteratura y evidencia empírica para cada uno de ellos.

A. MONOPOLIO NATURAL, BARRERAS A LA ENTRADA Y COMPETENCIA RUINOSA

20. Taabién se ha arguaentado aue cuando existen economías de escala la posibilidad de coapetencia es ineficiente 
porque llevaría a una duplicación innecesaria de las inversiones. Este probleaa taepoco es consecuencia de los cos­
tos decrecientes. En realidad, cobo afirea Üeeset: (1968), es la ausencia de un precio por un factor escaso (la
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En primer lugar31, los contratos son incompletos ante la im­
posibilidad de poder pronosticar perfectamente el futuro y en al­
gunos canos por las dificultades de medir qué es una buena 
performinc?”. De esta forma, se facilita la presencia de compor­
tamientos oportunistas ("hold-up problem") entre las partes para ob­
tener beneficios de aquellos elementos que no pudieron ser pronos­
ticados ««-ante.

En segundo término, este uomportamlunto oportunista se ve alen­
tada ante la presencia de inversiones específicas a la relación con­
tractual, con escaso o nula valor do reventa en actividades alter­
nativas. Aquí, la ganancia del oportunista es igual a las 
cu.a'.írentas»* a que da origen ese capital atado3*.

Par lo tanto, el sector privado recurre a dos vías de solución: 
la integración vertical a los contratos implícitos.

En el primer caso3'’, integración vertical, el problema del "hold- 
up se soluciona evitando la firma del contrata porque una sola 
empresa hace toda la operación, pero obviamente se afrontan los 
mayores costos que puede ocasionar 1* centralización de las 
decisiones9*.

En el 'segundo3’, acuerdos implícitos, puede obtenerse una fluida 
relación comercial aun cuando las contratos sean incompletos, si 
ambas partes tienen algo que perder en la eventualidad de compor­
tarse opcjrtunís ticamente. Para ello, quien hace la inversión 
específica ofrece como "garantía" ese capital hundido que carece de 
un valor Significativo en otras actividades alternativas; por lo 
tanto esta parte enfrentaría un costo en el caso de efectuar una 
demanda excesiva qu« lleve a la terminación de la relación come»— 
cial. La otra parte ofrece en general bu reputación o la pérdida que 
enfrentaría si reniega de la transacción, básicamente la mala señal 
a sus otros posibles contratantes que conocerían que él es un opor— 
tunista. Ambas "garantías" implícitas actúan de forma tal de incen­
tivar a lfts dos partes a negociar una salida conjunta, que asegure 
la continuidad de la relación comercial, ante la presencia de shocks 
inesperados.

La integración vertical en el caso de los servicias públicos con­
duce» a la provisión directa por parte de empresas del Estada dis­
cutida anter iormen t(?. La alternativa de contrato implícito ha 
llevado a algunos autores30 a sugerir la conveniencia de la 
regulación gubernamental de 1.» empresa privada proveedora del ser­
vicio. »

En esta rama de la literatura se Sostiene que la regulación a 
firmas privadas puede interpretarse como un contrato implícito 
general que permite lo» ajustes de precios necesarios v asegura una 
solución Huida ante los shocks inesperados que inval lda.r <an las 
licitaciones competitivas con contratos de largo plazo a la Demsetz, 
donde el precio es determinado contractualmente. De esta forma, se 
asegura que habrá negociaciones mutuas &ritre lao dos partes: la
firma que presta el servicio y la agencia reguladora que representa 
a los consumidores y a< túa en su interés. Paralo laménte se minimiza 
el problema de última periodo (last-periad problem) que alientan las 
inversiones especificas al aproximarse el vencimiento del plazo del 

tierra, el aire gara instalar los cables) la causante de la duplicación; en definitiva se está en presencia de un 
derecho de propiedad no definido y es la ausencia de este derecho, no las econoius de escala, lo ?ue induce la 
MbreiHveriitá.

21. Ver Klein (19B0> y Klein y Kenney |1W5).

22. Esto es particulareente relevante para los convenios oue aseguran la calidad de un producto. Es difícil probar 
ante el juez una calidad recibida inferior a i« pactada.

23. En esta literatura, ie temaua ruaurenla e ¡a rsatat!) teaí fe tes utrersnwes atpKihfit IM>Mt »» 
decir aquellos ingresos por enciaa de los costos variables de producción,

2». Un ejeaplo pued» clarificar estos conceptos. Una liria titular de un oleoducto una vez terainada su 
construcción, está ‘atada’ a los racinentos que le vender, el petróleo porque el valor de reventa del dudo es 
prácticamente nulo. Por lo tanto, lo» croductores pueden aduar opo'tunistKaient» y lueoo de hundida ¡a inversión 
Fjr el transportista, iodifizar los «reinos de! contrato subiendo los precios hasta absorberle ¡a cuastrenla al 
i talar del dudo quien, sieipre que perciba los costos variables, tendrá un incentivo a continuar la operación, 

aún cuando su» estado» contables «uestren «Midas Icontables, no económicas). Nótese «ue en Estados Unidos la in­
dustria petrole-a evita es’c probieia recurriendo a la integración vertical.

75. Ver Klein, CrmfcnJ y Aíchjan fl’’B] y Milliaaion |!975!.

25, Básicüe’te pnídeii generalizarse loe probleias principal-agente típicos Je toda organización.

77 Ver edre otrns íld" f19805, »le:n y toney IIVB5I y ríeir y Saft 11’85?.

2? Ver por e.'erplu Eoldberg {19?6j y Ni I luisón (1’791.
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contrata.
Asimismo, también se ha argumeritado” que la concesión a firmas 

privadas de la provisión de un servicio público debe ir acompañada 
de un criterio de exclusividad que impida por un plazo determinado 
la competencia de otras firmas. Esta protección seria necesaria para 
alentar la inversión inicial, que no se llevaría a cabo en un con­
texto de mayor libertad, porque la amenaza de competidores futuros 
que adopten mejoras tecnológicas puede hacerle perder mercado al 
inversor inicial y por lo tanto impedirle obtener una rentabilidad 
razonable sobre su capital (hundido).

La conclusión de esta literatura es clara: si se garantiza el 
derecho a ofrecer imponiendo barreras legales a la entrada y se 
asegura una relación comercial fluida, es necesario regular precios 
para evitar el ejercicio del poder monopólico.

Sin embargo. adoptar una regulación general fundada on los 
problemas contractuales, parece un salto lógico demasiado grande, 
entre otros por los siguientes motivos:

1) Los problemas de captura de la agencia.
Una primer crítica a la rsoulación'*0 aparece *1 abandonar el 

supuesto de que los reguladores tendrán como función objetivo el 
"bien común" y sostener en cambio que son agentes maximizadores de 
beneficios pecuniarios y na pecuniarios. Las tres P: poder, pres­
tigio y plata constituyen en principio el fin perseguido por los
funcionarios de la agencia reguladora siendo sus principales con­
dicionantes, aunque no los únicos, los consumidores y los
propietarios do las firmas monopólicas. Los primeros intentarán
tresionar a los reguladores para disminuir al máximo los precios de 
os bienes y servicios, mientras que los segundos buscarán elevar­

los .
Surge de inmediata la importancia del proceso de elección y 

operación institucional de las agencias reguladoras. Es decir, no es 
neutral a los aspectos institucionales del sistema de regulación, la 
forma de elección del personal de las agencias, su tiempo de 
duración. el tipo de poderes que tengan, el régimen de incentivos, 
la estabilidad en los cargos, etc. Por ejemplo. si los mandatos 
duran poco tiempo existe una mayor probabilidad de "captura" de la 
agencia’*; si tienen poderes muy restringidos es posible que no ten­
gan la capacidad suficiente para adecuar las tarifas a los shocks 
inesperados" que afecten al mercado de la industria bajo 

regulación.
Por último, al existir una sola firma ésta tiene una superioridad 

de información evidente sobre la agencia, y, como ha sido señalada 
en la literatura, la comparación de costas internacionales puede 
llegar a ser sólo un imperfecto sustituto debida a las diferentes 
situaciones oconómicas entre países.

Sin embargo, Vickers v Yarrow (1983) argumentan que en la 
regulación de precios finales a los usuarios, los- problemas de cap­
tura de la agencia pueden no ser muy relevantes en la práctica, 
porque al "lobby" de lar. empresas reguladas se oponen las presiones 
de los grandes usuarios por menores tarifas y las restricciones de 
los legisladores dada la sensibilidad de los usuarios (votantes) a 
los aumentos de precios.

Estas argumentos na parecen ser muy relevantes. Primera porque 
como se discute más adelante, en la mayoría de los servicios 
públicos es factible liberalizar las precios a esos grandes 
usuarios. Segundo, porque el diferencial de precios que puede cobrar 
el monopolista es un cambio de una sola ve? ($i se mantienen las 
condiciones de costos v demanda) que puede haberse concretado en el 
pasado y que continuará perjudicando a los usuarios aún cuando no se 
observen incrementos adicionales en términos reales sobre los 
niveles existentes. Por otra parte, los individuos deciden su voto 
contemplando otros aspectos además de los perjuicios que les pueda 
ocasionar una agencia dominada por la empresa regulada.

ii) Ineficléñelas en la producción.
En primer lugar, Averch y Johnson (1962) han sostenido que las 

firmas sujetas a controles sobre rentabilidad modifican la 
combinación óptima (socialmente) de insumos, sesgando la selección 
de tecnologías hacia las intensivas en uso de capital, asegurándose 
de esa forma una tasa de retorno igual pero un nivel de beneficios 
mayor. Ello se debe a la elección ael capital como base tarifaria.

2?. Ver Soldberg (1976).

31. Cuatto tenor es «i iletpo previsto t* ti «roo, Ms se agudizan los probletas de últíao periodo (last-penod 
problets)| tn el uso del asente regulador la certeza de dejar ti puesto en un plazo breve puede inducirlo a dar 
concesiones a las firtas reguladas para asegurarse una buena salida laboral.
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El concepto de barreras a la entrada v precios predatorios ha 
sido recientemente cuestionado por Demsetz (19B2).

En pi imer lugar, se señala que los consumidores pueden tener un 
interés en algunas barreras. Por ejemplo, las patentes son una clara 
traba a la entrada, pero se justifican en la necesidad de asegurar 
al Inventor el retorno de su inversión, evitando el típico "fre#- 
riding" que significa esperar que otro afronte los gastos para luego 
copiarle esta nueva técnica. Si no se estableciera ese derecho al 
inventor inicial se desalentarla la actividad de investigación y 
desarrollo*J y por lo tanto se perjudicaría a los consumidores 
futuros qup tendrían menor diversidad de bienes-1*.

En segundo término, los derechos de propiedad, necesarios para el 
funcionamiento de una economía de mercado. no son otra cosa que una 
barrera a la entrada a determinadas actividades. Obviamente, una 
eliminación total de las "barreras", haría imposible el líbre 
mercado--.

En tercer lugar, los consumidores confian en la reputación de las 
firmas y en el buen trato a lo largo de los años con desempeñas y 
calidades adecuados. Esta reputación es obviamente una barrera a la 
entrada, pero es indispensable para asegurar la calidad en la 
provisión de bienes; en caso contrario, quienes engañen a ios con­
sumidores proveyendo una mercadería do calidad inferior a la pactada 
no enfrentarían costo alguno (la pérdida de su reputación)*0.

En resumen, las verdaderas barreras a la entrada son la 
información imperfecta y la reputación e inversiones específicas, 
aunque astas últimas actúan como garantía a la otra parte con­
tratante (consumidores u otras firmas) de que hay algo que perder en 
caso de no cumplir lo jactado. Por ello, aquellos gastos como la 
publicidad (que en alguna medida proporcionan información), 
difícilmente puedan catalogarse como una barrera a la entrada.

Con respecto a la guerra de precios, Demsetz (1902) argumenta que 
no existe forma práctica de distinguir una reducción ae precios 
ocasionada por una mayor competencia, de aquella destinada a obtener 
un poder monopólico, ex-post la salida de los perdedores en la 
guerra de tarifas--.

Por lo tanto, si se establecen restricciones a las rebajas de 
precios puedo eliminar la competencia. Por ello, la regulación
puede ficr conveniente. pero sólo después de la aparición del 
monopolio; conclusión que se ve avalada parque los consumidores se 
benefician durante la guerra de precios.-’

c) La teg.ria. de los mercados djsgut^b}ga ! •.’.gon.Wtapie .mar
La teoría de los mercados disputables avalalas conclusiones ob­

tenidas en el análisis anterior. Se ha argumentado*" que si los cos­
tos d»p entrada v salida al mercado son inexistentes, la entrada de 
competidores potenc iales "disciplina" al único proveedor 
impidiéndole cobrar precios superiores a los de competencia. En casa 
contrario, firma* del tipo golpee y corra (hit-and-run) entrarían en 
ol mercado si existen beneficios ox trasordinarios y luego de la 
reducción en los precios, saldrían sin enfrentar costos 
significativos*-. Nuevamente se observa que las inversiones 

y disecarver (1974».

<2. Sí" eabarto, Hirshleifer (1971) ha arqueen tafo que en»te un incentivo aatural 4 inventar coao consecuencia de 
la ganancia pecuniaria que puede hacer el inventor por la superioridad de inforeacióo, previo a la difusión de su 
hallazgo,

43. «tese que este ejeeplo es diferente del caso anterioraente señalado en la discutida sobre las agendas 
reguladoras. Golfbera (19741 postula que es necesario proteger al inversor inicial de la coapetencia futura v «1 
este caso no se visualiza oiogdn problena de ’free-nde’ cono en el ejeeplo de los inventos. El coepetidor futuro 
entrarla al aereado porgue puede adoptar una tecnología ais eficiente, no porgue ha copiada la de la firaa rusi­
ente.

44. Ur, buen ejeaplo 'no tradicional’ de la ieportanda de los derecho* de propiedad puede encontrarse en Cierres 
Cano I19EM

45. Sctre este punto ver (leía y Leffler (19811.

46. Es laportante ae-icionar gue tradicionalaente se sostiene que el duaping significa vender por debajo de los cos­
tos. Esta es una crítica falaz. Muitca nadie vende a precios tenores a sus costos relevantes. Bulen ha* duaping 
esta 'invirtiendo* par* obtener sayore* beneficios ea el futuro, en caso de poder retener el poder aonopólico.

<7. En realidad, can señala Tulloct 11984), el «robleaa de precios predatorios no se soluciona tiajndo precios 
«¡mees -e*. inst’.aent: ge-eralmte propuesto por las eapresas- ano abriendo el aereado a la coepcteecia, con 
precios ahilos par* salvaguardar los interesas de lo* consuaido’is.

«O. Ve' Bauaol 119871.

19. Bir* un. visite critica de esta teoría ver í’ock 1X983» y Shepperd (1984|. Vicien y Tarro» 119831 taabifn pun­
tualizan algueo* probleaas en el plantee teórico, en particular, uno de lo* supuesto* laplica que la firaa nee>* 
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específicas. de envergadura dificultan la obtención de esta dis- 
puvabilidad di? los mercados.

2. Evidencia,
El propósito de pita sección es revisar la evidencia empírica 

mundial con wl objeto de ostablecor la relevancia práctica de los 
distintos puntos teóricos discutidos previamente. En asta revisión 
se discute en mayor detalle el caso norteamericano. Esto no es 
casual. Estados Unidos, en general ha recurrido a la solución 
privada con regulaciones para resolver los problemas de monopolio 
natural , competencia ruino*.., etc., mientras que otros países han 
optado, en particular para el caso de los llamados servicios 
Eúblicos, por la provisión directa a travAs do empresas del Estado.
in embargo, en el texto se hace referencia a la experiencia de 

otros países cuando ello permite obtener conclusiones sobre la 
rnlovancia de los aspectos teóricos aquí considerados, a la luz de 
lo que realmente ocurre en la práctica.

Para comprender la importancia relativa de los distintos argumen­
tos que llevan a la intervención gubernamental se ha procedido a or­
denar la información según el origen de la regulación y las razones 
que dieron lugar a la desregulación, para póstertormente evaluar los 
resultados de ambcss políticas.

SO. Ver tacdle |IVMl y Mem (IV8M.

31. Ver por ejetplc Tundir (19861.

52. Ver Beta |1W).

53. Un ejetplo de este coeportaaieoto de la FCC es el siguiente. Con el advonieiento de la tecnología de ticroonda 
luego de la Segunda Guerra Rundial, se facilitaba la entrada al aereado de larqa distancia. Sin eabargo, la FCC 
daba licencias para operar con ticronndas sólo si se era transportador cotón Icotaoc-carr lerI y paralelamente las 
cotpañías locales de ATT estaban obligadas a interconectar dnicaaertt a las grandes coepaAiat teievisiras. Por lo 
tuto, un cotpetidor de ATT en el tráfico de laraa distancia debía tener sus propios sisteaas de distribución 
locales, porque las subsidiarias de ATT podían rehusarse a conectar las Hatadas con otra ciudad, y taebién un sil- 
teta de Interconeiión coepleto, porque oirgdn consutidor quiere tener sis de un teléfono pa’* totumearse con dls- 
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política hasta llegar a la disolución de ATT en 1902.
. Transporte ferroviario
A fines del siglo pasado, alentado por la presencia de subsidios 

del gobierno norteamericano, existía un gran número de compañías 
privadas en el mercado ferroviario**. La competencia vía precios era 
importante y la propia industria comienza a favorecer la regulación 
del mercado aduciendo los peligros de la competencia ruinosa y 
señalando la presencia de economías de escala on la producción.

Estudios posteriores destacan que no había evidencia de tales 
economías de escala quo condujeran a una guerra de precios que 
resultara en un solo proveedor monopólico. Según Moore (1986-a), la 
regulación fue consecuencia de las acciones de los grupos de 
presión, y este control gubernamenta1 fue extendido posteriormente 
al transporte automotor de carga y pasajeros para evitar la com­
petencia que éstos podrían efectuarle al ferrocarri1.

. Transporte aerocomercial
La regulación al transporte aerocomercial interestatal de 

cabotaje00 en Estados Unidos se inicia en la década del 20 y se con­
creta luego de la gran depresión00, ante el escepticismo 
predominante respecto de las posibilidades del mercado libre para 
obtener resultados exitosos, más específicamente con el objetivo de 
evitar la competencia ruinosa.

Al iniciarse la desregulación del sector en la década del 70 las 
aerolíneas que operaban en el tráfico local se opusieron a la 
modificación del status-quo alegando la posibilidad (y los 
inconvenientes) de la competencia "ruinosa”.

. Transporte automotor
Como fuera señalado anteriormente, el transporte automotor en Es­

tados Unidos fue regulado para evitar la competencia al ferrocarril. 
Al iniciarse el proceso de desregulación a fines de la década del 
70, las compañías existentes se opusieron a la modificación en el 
status-quo*’’.

. Televisión por Cable
El desarrollo de la televisión por cable fue demorado durante 

años por las acciones de la FCC**9. En sus comienzos, porque se 
autorizaba la televisión por cable sólo si se cumplían determinadas 
condiciones técnicas*': luego. porque las restricciones que la FCC 
imponía al mercado de televisión por cable se explicarían por la 
presión de las grandes compañías televisivas.

. Sistema financiero
El sistema financiero norteamericano estuvo regulado desde sus 

comienzos. El Estado Federal ñorteamericano v los Estados locales 
concedían licencias para aperar en esta actividad.

Todavía hoy existen restrice iones serian para instalar sucursales 
y previo a la desregulación existían controles sobre tasas de 
interés y sobre las decisiones de inversión de los activos 
bancarios00.

Las razones fundamentales de estas restricciones eran el temor a 
la competencia ruinosa v a las corridas genera 1 izadas, el deseo de 
evitar acciones predatorias que podrían imponer los grandes bancos 
nacionales y un objetivo redLstributivo para los préstamos con tasa 
de interés regulada. En particular, la presión de los bancos locales 
sobre las autoridades de su Estado, explica la vigencia de fuertes 
restricciones sobre la instalación de sucursales*** y la presencia de 

tifttas áreas íe la ciudad o con otrw regiones. Recién en 1959 le FCC fleiíbilufl esta política y ello llevó a ATT 
a reducir lin precios en los M'cadoi donde el peligro de coapetencia era aayor. Ve* Brock Í19S6).

54. Noore !198A-a) señala que en 1B80 había 20 coapañias diferentes operando entre Atlanta y Saint Louis.

55. El tráfico internacional w encuentra regulado por conventos internacionales eotre países y por acuerdos entre 
las aerolíneas.

56. Ver tapian (1986).

57. Ver Boore (1986-a).

58. Ver Oten y fcttlieb I19861.

58. Bisicaeente, los nuevos canales se autoritaban en la frecuencia UHF y no en la WF existente » esto significa 
un servicio de peor calidad y restricciones p*'a llegar a tos usuarios porque la aayoria de los televisores ac con­
taban con la frecuencia IMF.

60. Ver Pyle (1986) y «hite 11906).

61. En 1983 todavía etistían nueve estados Que prohibían a los bancos tener sucursales y otros veinte que 
laponíaa severas restricciones. 
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controles regionales.
. Otros ejemplos
Yandle (1986) cita otros ejemplos de regulaciones que 

beneficiaron a las empresas privadas: la regulación a las empresas 
eléctricas fue buscada por las propias firmas y aparentemente las 
habría beneficiado? en Inglaterra los dueños de empresas capital in­
tensivas favorecieron la imposición de controles sobre el trabajo de 
menores y obtuvieron mayores beneficios con esos limites; y las 
regulaciones ambientales y de seguridad de los 70 hicieron aumentar 
el precio de algunas industrias textiles y de robre"’.

ii) Argumentos económicos
Los argumentos económicos han jugado un rol en el proceso 

descripto en el punto anterior. Por ejemplo, tanto en la regulación 
de las telecomunicaciones y del sistema financiero, como en la 
desregulación de las aerolíneas y del transporte automotor. los 
problemas de la competencia ruinosa eran aceptados por una parte de 
la literatura económica: el peligro de dumping justificó en parte 
las regulaciones al sistema financiero, el temor monopolio
natural tuvo alguna relevancia en el caso telefónico y en el sistema 
eléctrico. tanto en Estados Unidos como en otros países 
occidentales; y la presión de los consumidores estuvo presente en el 
troceso de regulación del transporte ferroviario -porque las 
□calidades donde no competían varias empresas pagaban precios supe­

riores -y fue crucial en la regulación de precios en boca de pozo 
del gas natural, que se origina en la década del 50 luego de que 
varias ciudades ganaran un juicio antitrust a una fir-ma titular d* 
un gasoducto'”.

Sin embargo, la evidencia empírica descripta hasta aquí es con­
sistente con la presión de las propias empresas reguladas que en 
general fueron convalidadas por las agencias reguladoras o por 
motivos de política económica general, sin un análisis económico que 
justificara las restricciones gubernamentales. Ejemplos de esta 
situación son: la ausencia de economías do escala en t?l transporte 
ferroviario a principios de siglo destacada por Moorp (1986-*)**, la 
inexistencia do estudios económicos de la FCC que* evaluaran la 
situación de ATT en el mercado telefónico señalada por Brock (1986), 
los controles de precias de gas natural y petróleo y de tasa de 
interés que llevaron a cortes de suministro, mayores importaciones y 
Sórdida de depósitos respectivamente, la ausencia, casi absoluta, de 
arificación eléctrica que discriminara entro pico y vallo hasta 

principios de la década actual señalada por Acton (1982), etc..
En los puntos que siguen puede corroborarse esta tendencia.

b) Prgb,.lemas_de .1 a regulación y resul t_a_dos._de._la... desreqt^ 1 aq iQn
El cambio acaecido en los Estados Unidos en los 70tuvovarios 

participantes: hombres de negocio que debían cumplir numerosos req­
uisitos gubernamentales y que veían que las regulaciones les 
impedían desarrollar sus actividades en algunos mercados, economis­
tas que analizaron los problemas anticompetitivos de 1» regulación y 
sus efectos sobre los costos, y el gradual convencimiento de la 
sociedad de la posibilidad de captura de la agencia por parte de las 
firmas reguladas, junto a resultados "perversos" del proceso 
regulatorio. En esta sección se discuten los problemas más serios de 
algunos instrumentos tradLetonalmente utilizados para regular una 
actividad, para luego presentar la política desregulatoria iniciada 
recientemente en el mundo occidental.

x) Los controles de precios
Los controles de precios a un determinado sector han sido 

utilizados frecuentemente como instrumento regulador. Los ejemplos 
que siguen intentan demostrar los resultados de esta política para 
el caso de algunas sectores seleccionados.

. Los hidrocarburos en Estados Unidos
La industria de hidrocarburos comprende varias etapas: la

producción conjunta de petróleo y gas natural, el transporte por 
gasoductos troncales desde las zonas productoras hasta las ciudades 
consumidoras, la distribución secundaria del fluido gaseoso, la 
refinación de petróleo y su posterior comercíalización.

El precio de venta del gas natural de las compañías transportis 
tas o lar. distribuidoras finales ha sido regulado en Estados Unidos 
en base al esquema tradicional aplicado a los servicias públicos. 
Sin embargo, en el caso del gas natural, el resultada de un fallo

62. Este resultado para las industrias teitiles ha sido cuestionado por Hughes et. al. 11986).

63. Ver Iraeutlqaa y Mubbard 119861.

69. Keeler (1979) sostiene que la solocifln de aereado es posible en el transporte ferroviario- el probleaa de las 
etonoaus de escala no seria tan relevante. 
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judicial antitrust antv la demanda de algunas ciudades consumidoras 
a una compañía titular de un gasoducto, llevó al gobierno federal a 
controlar los precios en boca de pozo del gas natural, criterio en­
tendido al petróleo crudo.

En un principio se quiso replicar el esquema de regulación 
tradicional por tasa de retorno, pero ello exigía un control pozo 
por pozo que convenció a la agencia reguladora de la imposibilidad 
de cumplir con ese propósito'’0. Por ello se establecieron 
regulaciones generales que en la década del 70 distinguían entre gas 
viejo y gas nuevo, con el objeto de evitar beneficios extraor­
dinarios al productor. Un criterio similar se aplicó para el 
petróleo. 5in embargo, este esquema alienta una ineficiente 
asignación de recursos al distorsionar el incentivo marginal a 
producir, generando un costo social que para el caso del petróleo ha 
sido estimado en más de 4600 millones de dólares, para el año 1980'*'’.

Asimismo, en el caso de los controles del precio en boca de pazo 
del gas natural aparecieron numerosos problemas que llevaron a su 
paulatina eliminación. En primer lugar, con el advenimiento de la 
crisis del petróleo y la lentitud de la agencia reguladora para 
ajustar los precios del gas (sustituto cercano), se observó una 
caída importante en las nuevas reservas destinadas a abastecer las 
ventas intraestatales que resultaron en cortes del Bumlnístro'”'.

Paralelamente, las compañías transportistas ante la imposibilidad 
de reconocerle precios mayores a los productores debido al control 
gubernamental, comienzan a competir vía otros medios. Por ejemplo, 
se aseguraba al productor un porcentaje de compra mínimo indepen­
dientemente de lo que ocurriera en el mercado'’'’. Al producirse la 
caída en los precios del petróleo, este compromiso de compras 
mínimas a un precio predeterminado pospuso las reducciones de 
precios a los usuarios y generó a estas firmas serios problemas 
financieros. Puede observarse aquí, que debido a los errores en la 
política se frenaron las subas de precios cuando el mercado indicaba 
el encarecimiento relativo de los hidrocarburos y se postergó 6u 
reducción, cuando estos se abarataron, generando primero corees de 
suministro v luego insatisfacción en los consumidores ante la 
demorada disminución de las tarifas, y problemas financieros a las 
transportistas.

. El sistema financiero en Estados Unidos
Si bien la actividad financiera fue regulada desde sus co­

mienzos, los controles más férreos se imponen a partir de la crisis 
del 30. En particular, en este punto interesa discutir el control 
sobre tasas de interés.

El objetivo fundamental de ese control era evitar la competencia 
entre los bancos vía mayores tasas a sus ahorristas que» llevaría a 
inversiones más riesgosas aumentando el peligro de quiebras 
¡ennralizadas. Sin embargo, la creciente tasa de inflación obligó a 
as instituciones financieras a competir en otras dimensiones (por 

ejemplo, regalos a los clientes) que además de su ineficiencla no 
pudieron detener la pérdida de depósitos.

Paulatinamente se fue revirtiendo esta política y aún cuando 
todavía hoy subsisten importantes restricciones (a la instalación de 
sucursales, prohibición de pagar intereses en cuenta corriente a las 
empresas, restricciones a la entrada y limitaciones para efectuar 
negocios no bancarios) la autorización para pagar intereses en 
cuenta corriente a loti individuos la facultad de prestar a tasa de 
interés variable y la mayor flexibilidad en las restricciones 
generales sobre inversiones, sucursales y entrada al mercado, han 
permitido detener la fuga de depósitos*’**.

•El transporte aerocomercial en Estados Unidos
que en los dos ejemplos citados previamente, la im- 

de camPetAr vi" precios alentó la competencia en otras

65. Braeutigan y HubÜrd 11986) señalan que en seis años la coaisión había acuaulado aás de once ail esqueaas 
tarifarios y ais de treinta y tres til escuetas supleeentarios par* atender los casos de algo ais de tres «11 
productores independientes. Este ejeajlc demuestra en parte los probleaas prácticos que pueden existir para con­
cretar en la práctica, lo que en los papeles aparece con un siaple ejercicio.

66. Ver Ifcjbbard y leintr (19861 y las referencias allí citadas.

67. las ventas dentro de cada Estado no estaban reguladas por el Estado Federal. Por lo tanto, la invorsión er. 
exploración se destinó a abastecer e! aereado interestatal.

68. Estos acuerdos eran frecuentes en la industria gasífera coao aedio de asignar el riesgo entre productores y 
transportistas. Con el desfasaje de precios los transportistas elevaron los porcentajes asegurados amentando su 
exposición al riesgo de fluctuaciones en la desanda.

69. Pyle (1986) arguaenta que todavía no se ha racionalizado el sector. Cooperando con los resultados de la 
desregulación del aereado de capitales en 1975 que resultó en drásticas reducciones en las colisiones de 
interaediaclón y en el eaoleo y nóaero de oficinas prestando este servicio, el eepleo en el slsteaa financiero se 
«■tiene estable luego de la desregulaclón parcial y el nóaero de entidades por habitante amentó. 



dimensiones (servicios de a bordo, mayar frecuencia de vuelos con 
menores porcentajes de ocupación, etc.)''0.

La ineficiencia eje este sistema se puso en evidencia al des­
regularse el transporte aéreo a fines de -la década del 70.

Las telecomunicaciones en el Reino Unido
La flexibilización en las regulaciones a las telecomunicaciones 

en el Reino Unido culminan en la privatización del 517. y de las ac­
ciones de British Telejcom (B.T.) en 1904. Además de autorizar la 
concesión a otro transportista de larga distancia (Mercury) y la 
competencia en el mercado de equipos telefónicos, se implementó una 
regulación sobre los precios finales de BT para evitar que pudiera 
usufructuar su poder de firma dominante en el mercado’1.

A diferencia del criterio generalizado para el caso de los ser— 
vicios públicos que &s la regulación de la tasa de retorno, y para 
evitar los problemas que genera ese mecanismo, se optó por controlar 
los precios público tie las llamadas locales y troncales (55X d» 
l.i facturación de la empresa) permitiendo a BT incrementar sus 
tarifas de acuerdo a la evolución del índice de precios mayoristas 
menos un x7. anual (la llamada "RPl-x fórmula"). Este criterio fue 
Easteriormente extendido al caso de British Gas y a los aeropuertos, 
ransfarmándose en un¡» do las características distintivas de la 

política regulatoriia del gobierno inglés para los monopolios 
naturales’’3.

Este esquema, que en alguna medida se relaciona a la regulación 
contractual a la Demst?tz, pero obviando el proceso licitatorio, ha 
sido criticado por diversos autores.

Por ejemplo. Vickers y Varrow (1905) han argumentado que:
1) La fórmula RPI-R no es una restricción efectiva sobre el com­

portamiento de la empresa teniendo en cuenta el ritmo de avance 
tecnológico en el sector.

2) El quantum de k se negoció con B.T. cuando en realidad debió 
establecerse en base g standard? internacionales.

3) Si x se determina en función do los costos de BT, en realidad 
el esquema es similar a una regulación por tasa eje retorno y en par— 
tiCUlar si las tarifas autorizadas por la fórmula» dependen de los 
costos, se reduce ©1 incentivo a minimizar las erogaciones de la 
firma.

En realidad, hay cierta evidencia sobre «ai pensamiento del 
gobierno inglés que permite concluir que los funcionarios británicos 
entienden que existe la posibilidad de competencia en el mercado 
telefónico y qun la fórmula RPI-x es un arreglq irre-levante que 
sólo permite una mejor transición política*3.

ii) Las acciones de la agencia reguladora
En la revisión de la teoría se mencionó la posibilidad de captura 

de la agencia por parte de las empresas reguladas. Un ejemplo de 
este fenómeno es la evidencia, bastante generalizada, de lobbies 
(empreñar ios detrás de muchas controles gubernamentales. Idealmente 
la comisión reguladora debería representar a los consumidores*** y en 
alguna medida tratar de asegurar una prestación estable de los sor— 
virios y esto no parece haberse observado en la práctica. Otros 
ejemplos claros de este fenómeno se encuentran en la revisión de los 
resultados obtenidos con la desregulación.

En el caso del transporte aéreo y automotor d« cargas en Estadas 
Unidas, las tarifas se redujeron en moneda constante y se observó, 
al floxibilizarse las normas de entrada al mercado. una declinación 
marcada en el precio d» transíerencia de las licencias necesarias 
para aperar en el tráfico automotor*'’. Este proceso fue acompañado 
par un jumento en los factores de ocupación y un crecimiento del 
volumen de tráfico. Ambos elementos demostrarían un claro sesgo de 
la desregul .ic ión a favor de los consumidores.

La experiencia del mercada telefónico norteamprirano a principios

70. Ver por ejeiplo Couglas y Killer (1971) y Kaplan 11986). Posner (1975) argueenta que eite proceso coapetitivo 
es un clásico ejeaplo de la búsqueda de rentas (rent-seeking) que conduce a una ineficiencia adicional ■ los 
tradicional»» triángulos, al alentarse el desperdicio de recursos para obtener una perdón de la renta eit'aor- 
dinaria.

71. Ver Cluenti (1983) y Pin» (19851.

72. :n et caso de Bntisb Telecoi. i fue fijado en 31 anual, en el de British 6as en 21 y para la British Airport 
faitbority « II. Ver Beosley (1987).

7!. Aguí es laportante destacar que ata en el servicio doaiciila'io eiiste la posibilidad de la coapetencia del 
cable, y que la adopcíta de una solución coipetítiva er. el caso innlés bebiera requerido una aayor flexibilidad a 
la entrada de ’iraas en el lercado de larga distancia, que estará bloqueada hasta 1990.

74. Recuérdese el «¡puesto de defensor del bien coata en 6oldberg (1976).

73. Ver Hoor» (1966-a) y 1986(b) y Kaplan (1986).
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iii) La política des--enulatorla - Orígenes e instrumentación
En los distinto* ejemplos descriptos en las secciones precedentes 

pudo •buervarse que la desregulación tuvo orígenes diversos depen­
diendo dul vector. Sin embargo, pueden encontrarse algunos aspecto» 
comitrit»*.

. La voluntad política.
La voluntad'de la autoridad política para reformar el marco in­

stitucional respecto do la intervención del Estada an la economía ha 
•»ldo particularmente importante en Gran Bretaña. En particular, la 
privatización de empresas públicas do gran tamaño fue iniciada a 
pesar de 1„ oposición del partido laborista y de los sindicatos: y 
se buscó el apoyo popular por medio de la difusión de la propiedad 
entre los habí tanto*r*. ofreciendo condiciones proferenciales a los

7i. 5oo«bmí|!íb (19871 taúca el ta»U»o político Ce faru- uu c!ím uta sálida «n lo% talarnos ít TUtcher 
1 CkirK. ’
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En España, luego de la nacionalización del grupo Rumasa, el 
gobierno decidió reprivatizar todas las empresas de este holding (el 
más grande del país) cumpliendo con este cometido en dos años, 
demostrando que el objetivo final no era estatista, sino que inten­
taba evitar un perjuicio serio que se originaba en la precaria 
situación de Rumasa que a juicio de la autoridad política, realizaba 
operaciones ilegales.

Este sin embargo, no ha sido el único avance desregulatorio del 
Iohlerno español. Se eliminaron las trabas a -la inversión extrañ­
en, permitiendo la libre entrada de capitales exigiendo únicamente 

(a anotación en un registro estadístico’”’, se flexibí í izaron las 
regulaciones laborales. se saneó la situación financiera de las 
empresas públicas y algunas de ellas fueron vendidas a empresas ex­
tranjeras (por ejemplo la SEAT a un precio simbólico). el Estado ha 
cchuído toda nacionalización de empresas privadas con problemas y se 
obligó a reducir y racionalizar a varios sectores aconómicos, al­
guno?; en poder del Estado y otros apoyados por el gobierno. que se 
entendía estaban sobreexpandldas y con pocas posibilidades de com­
petir (construcción naval, siderurgia pesada, acoros especiales, 
manufacturas textiles y maquinaria eléctrica).

Es interesante destacar la nueva filosofía del gobierno español 
respecto de las empresas públicas. Estas compañías deben, obtener 
beneficios, (si no pueden y es más económico venderlas que reconver­
tirlas deben privatizarse). Según Moral Medina (1987) no se discute 
si hay paternalidades o rendimientos indirectos que Justificarían la 
existencia de pérdidas porque en "España esta sería una discusión 
eterna y de difícil consenso final.." Por lo tanto, las empresas 
públicas primero deben obtener beneficios y luego el Estado decide 
sobre quién revierten estos ingresos.

. Regulaciones insostenibles
El proceso do df?r,regulación en algunos sectores se vio foi— 

talee ido por el fracasa evidente do los controles gubornamentales. 
En el acápite anterior se observó que una causa de la política de 
privatización fue |.i precaria situación del eral lo público ante los 
crecientes déficits de las empresas del Estado. Otros ejemplos 
claros son el fracaso evidente de los controles de tasas de interés, 
que alentaron una pérdida de depósitos, la escasez de gas natural 
por la regulación de precios *>n boca de pozo, etcétera.

Asimismo, la convivencia de actividades reguladas y de=reguladas 
dentro de un <ninma sector reveló en /nuches casas las ventajas de un 
contexto más competitivo. Por ejemplo, las menores tarifas aéreas en 
los vuelos dentro de California y T«?xas que no regulaban precios 
(937. m<V baratas parí' distancias similares "n la década del 60) 
fueron un sustento importante del movimiento c'.esregul 3dor"c'. 
Similares conclusiones pueden obtenerse observando el mercado de gas 
natural, donde también los precios al por mayor eran libres en al— 
Íunos Estados. De igual modo, la competencia exitosa en algunos 

ramos del sistema telefónico, relativizd los temores al caos 
competitivo”.

, Cambio de mentalidad de 1«- agencia reguladora
En Estados Unidos, la critica profesional a las regulaciones fue 

paulatinamente escuchada por las propi¿*fi agencias que ante la 
presión de los usuarios, empresas competidoras y f»llos Judie i alos, 
fueron aceptando de mejor grado un medio más competitivo y una mayor 
utilización de criterios económicos un las regulaciones todavía ex-

77. Ver Wun (198&).

78. Ver Sanque Paribas (1987).

Esto wraitió incrementar las inversiones extranjeras d» 40CÓ «ilíones de dólares «r 1985 a 11000 «ilíones en 
1987. Ver Solcluga Catalár (1987).

80. El éxito de h desregulsción aérea en Estados Unidos ha inducido a los gobiernos de otros países a «OWW «r 
un sentido suilar. Por ejeaplo, Dunlop |1987| señala nue actaalieate misten die? aerolíneas distintas co«pitiendo 
entre Londres t fasterdu y sebe Luadres y Estados Unidos, acc»aañ4do de una gran diversidad de tariias. 
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. Cambio de la carga de la prueba
Un importante avance en el proceso desreau1atarlo americano ha 

sido pasar la carga de la prueba a la firma existente. Dada la 
dificultad práctica de probar la Inexistencia de efectos per­
judiciales sobre la industria ya instalada, la carga de la prueba 
sobre la firma que quería entrar 11 mercado se constituía en una 
formidable barrera a la entrada. Por ejemplo, en 40 años de 
regulación en ©1 mercado acrocomercial, ninguna nueva firma fue 
lutorizadü a operar en las líneas troncales"-. Del mismo modo, la 
entrada de nuevas compañías de camiones era muy reducida previo a la 
desrogulación d» 19B0. v en el mercado telefónico, sólo después de 
varias décadas se autorizó la entrada de compañías en el mercada de 
larga distancia en un pie de igualdad cor ATT.

En estas tres actividades, la doaregulación pasó la carga de la 
prueba a las empresas existentes permitiendo una entrada mas rápida 
en el caso de los camiones y aerolíneas, y llevando a la disolución 
de ATT ante la gran cantidad de reclamos judiciales de potencíales 
competidores.

Otro ejemplo de estas características es la regulación a los fer­
rocarriles en Canadá. Existe una agencia reguladora del transporte 
de cargas por tren, pero las tarifas se pactan libremente entre am­
bas partes y los usuarios tienen el derecha de elevar su protesta 
ante la comisión, si consideran que la empresa ferroviaria les ha 
cabrado tarifas monopólicas. Heaver y Nelson (1977) destacan que en 
el período 1966-1976 sólo hubo una queja, revelando la posibilidad 
de un mercado flexible de cargas ferroviarias con regulación "ex- 
post * .

iv) Resultados de la desregulación y conclusiones
. Mercados competitivos
Los efectos de la desregulación en Estados Unidos parecen 

demostrar la inconveniencia de imponer barreras a la entrada o con­
troles de tarifas en mercados que no presentan características de 
monopolio natural.

En el caso del transporte de cargas. la desregulación parcial de 
la década del B0 permitió reducir las tarifas a los usuarios, aumen­
tar la entrada de firmas a la industria y reducir el grado de 
concentración nn ol sector. sin desmejorar la calidad del 
servicio."’ Se observó también un incremento en el número do 
quiebras, resultado que no es sorprendente al eliminarse la 
seguridad de un mercado reíatlvamente cautivo con bajo riesgo 
empresario. La desregu1ación aérea que culminó un 1984 con la 
eliminación de la comisión reguladora (la Civil Aeronautic Board)"’, 
obtuvo resultados similares0*.

Al igual que en el caso del transporte automotor la desregulación 
resultó en menores tarifas promedio reales (aún a pesar del alza 
sustancial en los combustibles), un aumento en el tráfico, buenas 
condiciones de seguridad hasta mediados de la década de 1980, una 
eliminación de los subsidios cruzados, que aumentó en términos 
relativas las tarifas de corta distancia y un eficiente servicio a 
los usuarios con mayores porcentajes de ocupación en las 
aeronaves.”"

Recientemente, fian surgido algunos temores sobre la seguridad del 
servicio aéreo. pero no es evidente que la desregulación haya sida 
ol origen de esta situación. Es cierto que la presión de la com­
petencia forzó a las compañías a extremar las reducciones de gastos 
(incluidos los de seguridad), pero los mayores riesgos do colisión 
("near-miss") se originarían en cuellos de botella en las aeropuei— 
tos (controlados por el Estado y que no se han desregulado) no sólo 
por la insuficiene la de capacidad en algunas ciudades. sino también 
porque la tarificación de los horarios de aterrizaje no se hace en 
función d»." los picos y valles, sino que se mantiene el procedimiento

91. La entrada se hacia t través de fusiones con las 1ireas evistentes qoe levieran uoa situacióo financiera ex­
plicada. Ver tapian (1986).

82. Ver Ifoort (1986-a).

83. Lo» controle» de seguridad lo» efectúa la Federal •viatioa figeney a cargo de los aeropuertos.

88. En verdad, la política iniciada en 1978 et un caso especial de desregulacito inducida por las acciones |» su* 
consecuencia») de la agencia reguladora. Oentro de la teoislacíf» rigente la CAB, con nuevas autoridades, pereatió 
una «ayor fhabilidad tarifaria estableciendo bandas dentro de las cuales el precio fluctuaba libremente y fun- 
daeentaleente se pasó la carga de la prueba a las fireas existentes, hecho que en la práctica pereitifl una apor­
tante entrada de nuevas coepanias. El éiito de estas eedidas ayudó en h decisión legislativa que apoyó el caabio 
hacia una legislación venas reguladora al relativiiar los pronósticos caóticos de las aerolínea» eiistentes.

K. Ver Kaolan (1986) y »un (1996). Estos resultado» alentadores sen corroborado» por Roer» |l?8*-b), quien sin 
•ibargo taeoidn demuestra que el tráfico aéreo no puede calificarse cobo un eertado disputable. 
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empleado durante la era de la regulación00. Debe sumarse a esto la 
inexperiencia de loe controladores aéreos luego del famoso despido 
masivo del personal ten 1981, por no terminar con una huelga. Sin em­
bargo, si bien existe preocupación generalizada respecto de este 
problema, la opinión masiva de la sociedad norteamericana está a 
favor de mantener pocas regulaciones en este mercado®’’.

La desregulación del tráfico aéreo y dol transporte automotor de 
cargas también presentan resultados comunes en sus efectos sobre los 
empleados del sector. En ambas industrias se observó una reducción 
en los costos laborales y en el empleo, aunque en algunos casos se 
ofreció a los empleados de Jas compañías aérea» una partlcipación 
accionaria a cambio do la reducción salarial, o alternativamente se 
establecieron fuertes diferencia1 es por antigüedad para protcqer a 
I05 empleados existentes.

Monopolios naturales
A la Luí de la experiencia internacional, la presencia de monopo­

lio natural en los servicios públicos y en otras industrias donde 
existen economías de escala, requiere una revalorizíiclón de este 
concepto teórico.

En primer lugar, el avance tecnológico ha reducido la magnitud 
del problema en algunos mercados. Por ejemplo, el tráfico de larga 
distancia en las telecomunicaciones es competitivo a partir de la 
aparición de las microondas y otras tecnologías modernas. que peí— 
miten la coexistencia de más de una empresa para volúmenes de 
tráfico no muy significativos. Similarmente, en la televisión por 
cable, donde se temía la duplicación de inversiones o la presencia 
de una solo empresa monopólica que usufructuara las economías de es­
cala, la evidencia empírica muestra competencia entrjj empresas en 
los límites de las zonas atendidas por ellas, e incluso la 
posibilidad de ofrecer más de una alternativa a los usuarios, sin 
qup se observen sobroinversiones de significación00.

Este avance tecnológico también es;tá expandiendo el radio de 
acción del libr© mercado a la distribución final de 
telecomunicaciones. La competencia d£>l cable y de los teléfonos 
celulares ponen un techo al poder monopólico de las compañías 
locales telefónicas, y la regulación a grandes usuarios parece 
redundante dado que estos pueden evitar depender de la compañía lo­
cal y conectarse directamente a alguna empresa de larga distancia, 
que como fuera señalado, opera en un mercado potencialmente com­
petitivo.

Por estas razones, parece inadecuada la restricción impuesta por 
el gobierno británica a las compañías de larga distancia, per­
mitiendo solamente la instalación de Mercury como competidora de 
British Telécom. Según Virkers y Yarrow (1985) la razón que aparen­
temente condujo a esta decisión fue c-l deseo de proteger- el desar­
rollo de un¿< industria incipiente. Sin embargo, esto objetivo podía 
haberse logrado por otros medio', (política crediticia u impositiva), 
en un contexto de mayor competencia0"’.

En segundo término, algunas etapas de la cadena productiva han 
sido ( ríidicionalmente competitivas. Un ejemplo es ©1 mercado de 
equipos telefónicos, no sólo en Estadcj Unidos y Europa, sino también 
en algunos países en desarrollo'"'.

Otros ejemplos de este fenómeno son la provisión de gas natural a 
grandes usuarios que tienen la posibilidad de utilizar sustitutos 
casi perfectos de este fluido"”, la generación de electricidad, que 
puede ser efectuada por firmas independientes'”, y el tráfico fer­
roviario de carga que no sólo enfrenta la competencia de otros 
medios dondr- no existen barreras naturales a la entrada. sino 
también la menor importancia de las economías Op escala orno 
problema generalizado’’.

86. v»r Kaplan 11984).

87. Ver Mensweet, ,1ol» 27, 198?.

88. Ver ftien y Sottlieb (1986) ouienes destacan ti rlpido crochieoto de! servicio n las ciudades donde se 
permitió la coopetencía entre fírm.

89. Mfltese sin embargo, que Rqth (1987) «enciona por un lado, que ia sclucián coooetiti*« fue iaplfwntada ea 
Filipinas y habría fracasado; »or otro, que la duplicación del servido * principios de siglo en Estados Unidos al­
tan iaba al 151 de los usuarios.

9«. Ver Rolh (1987),

91. Ver Iroadnan 11986).

92. Ver Raíl (1987).

93. Koo'e I1986-al destaca que dos terceras paites de las tarifas ferroviarias en Estados Unidos estln libres de 
precios ajilaos y que la «ayor fleiibilidad aue O'lainó la desregulación resultó on un «ejor aprovechaeiento de ios 
vagones de retorno y una «ayor aplicación do tarifas pico-valle que «floraron sustancialnert» la rentabilidad dol
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a) Regulaciones para reducir los r.in&Oos laborales * <**.
La agencia encargada de la regulación de las normas de seguridad 

laborales en Estados t/nidos es la Occupational Safet.y ánd Health Ad-

W. BBicaeonte Mt« resultado se obtiene porque el costo de transferir los derechos entre las partes 
tlaternaltxaclón) es «ñor que la (Malicia qw wrqe de la latornalüttión.

100. Esto puede inducjr a pense» su» >1 óptieq wria prohibir la polución (en el ejeeplo se obtendría la sisea 
wiacidn te¡a este apuesto/. Sin eelucgj, si ef costo para i¡ UutítrU fatfi l¡ «e;or aftornatíW serie 
Dolucionar. La esencia de este proceso es la presencia de un factor ascaso! -el aire- jue debe ser utih.-aflo 
optinaewte y ello no sieapre significa polución nula.

JOJ- 11 B» ou?n ” tjpxco íe eitemalidades. Existen otro» no tan obvios. For ejeeplo, la conscripción
editar obligatoria MmIicU a los contribuyentes que pagan eenos íepu-stos a expensas 3i los reclutados coaparafio 
ccr la alternativa »j(rc)to profesional, y en |* ardida w que se tapida la transferencia de la obligación de pres­
tar el servicio, existe una clara externalidad negativa para los conscriptos. Sí se permitiera esa t’ansferencia, 
IM reclutados al aiar tendrían la posibilidad de pagarle a un voluntario con eenor costo de oportunidad que 01, 
para gue cuapla con la obligación ee su lujar, Obviamente, existiría una transferencia de ingresos, pero se 
obtendría la solución ais eficiente. Par* una discutió» couplet* de éste y otros ejraplos sobre derechos de 
Wtotí wr CeesrJ; ¡!9i7}.

102. Esto no significa que el sector privado sieepre esté ltposibilitado de solucionar estos problemas. Tara al­
gunos ejeaplos de solKftr privad* al probleu* de •free-ridinq’ ver r|WP y Hurphy 11’05) y Klem y Saft (1°B5).

103. Esto obviaaente no lephca que habré riesgo nulo en todas las actividades

10». Esta sección se basa en Viuusi (1’54). 
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mlnistratian (OSHA). Tradicionalmente fijaba sus standard* de 
seguridad considerando únicamente condiciones tecnológicas, ig­
norando los costos que impone el cumplimiento de las normas. Esta 
falencia se ha comenzado a revertir recientemente; ahora se calculan 
costos y beneficios pero todavía no tienen un peso importante en la 
toma de decisiones. En este contexto, todavía subsisten regulaciones 
3ue significan un sobrecosto a la actividad privada de 70 millones 
e dólares por vida esperada salvada.

La política de la OSHA también Ha sido criticada por los 
siguientes motivos:

1) La agencia establece determinados standard* a cumplir que son 
engorrosos y muy detallados. Esto prácticamente impide a las firmas 
elegir la alternativa menos costosa para alcanzar el objetivo. Ex­
iste en Estadas Unidos una corriente de opinión, cada vez más difun­
dida. que sostiene la necesidad de dar algunos grados de libertad a 
las firmas, quienes conocen con mayor precisión que los funcionarios 
los procesos más adecuados para su actividad que permitan obtener el 
resultado deseado.

2) Existe evidencia empírica respectó de la generalizada presen­
cia de diferenciales de salario que contemplen los riesgos de ac­
cidente en el trabajo. Estos diferenciales han sido estimados en u»s 
70.000 millones al año, debiéndose adicionar otros u«s 10.000 mil­
lones por compensaciones pagadas por lass compañías de seguros*”®. 
Esto indicaría que los trabajadores se percatan adecuadamente de 
muchos riesgos. y aunque esto no signifique un reconocimiento total 
del riesgo, debe tenerse en cuenta que ^ampoco los expertos en salud 
y seguridad del gobierno tienen un conocimiento perfecto de tal 
situaclón.

Este no seria el caso de los riesgos sobre la salud porque sus 
consecuencias se difieren en ©1 tiempo. Por lo tanto, la 
intervención del gobierno debería concentrarse más en este aspocto y 
menos en la prevención de accidentes que el mercado parece manejar 
más adecuadamente. Sin embargo, wn los hechos, OSHA se concentra en 
regular los riesgos de accidente, que sc>n más visibles tanto para el 
obrero como para los votantes, revelando que la agencia no estaría 
siguiendo los objetivo* do la comunidad,

tablece distintos standard dependiendo del peligro de cada con­
taminante, pero al igual que en el ejemplo anterior, tradiclonal- 
mente no se tenían en cuenta los costos y se contemplaban solamento 
los aspectos tecnológicos. .Asimismo, se establecían standard* de 
emisión para cada fuente importante generadora de contaminación.

El problema can este sistema era que la EPfi no tenia información 
suficiente de cada fuente, mientras qud aquellos que tienen el con­
ocimiento de la tecnología más económica para su planta -los 
gerentes- no tienen incentivos a implementar ningún control, ni tam­
poco a pasarle la información correcta a la agencia.

Para solucionar esto* problemas. recientemente se implemento un 
programa de "intercambia de emisión6 quU permite a los generadores 
de polución buscar medica alternativos de reducir la emisión, 
reduciendo la contaminación en exceso en lot. puntos de fácil con­
trol, para poder excederse en aquello* donde e* má* oneroso reducir 
la polución en extremo. El derecho a palucipnar se convierte asi en 
un bien sujeto a intercambio, y mediante la creación de bancos de 
emisión para guardar las créditos (el cumplimiento por encima del 
límite fijado por el gobierno) se flexibiliza la posibilidad de con­
cretar «-«ite intercambio que alienta a desarrol lar y adoptar las 
técnicas más eficientes para cumplimentar con un standard deter­
minado.

El Unido, los depósitos b.n-

cario* hasta u»s 100.000. Este sistema de seguro fue creado luego de 
la crisis del 30 con el objetivo de reducir las corridas 
bancarias1”’.

105. Viscusi (1986) wKala que los eiiteui de sewro aplicados son ieperfectos porque se calculaa. en bise el 
proeedio de cada actividad ecooóeica y no en función del rieMO ?e Cid i coapanu. Esta ausencia de perfecta 
asociación de costos en fondón de quienes los orioles* re»»entnc»-ratin/ ¡aperlado), alienta la presencia de 
un probleea de •free-riding’. Otros ejenplos de •e«perieoce-rallno• xeperfecto son el sattua do seguro de 
deseepleo aeericano (Ver Tope! y Melcb (19801) y el sisteaa de far«ntü de depósitos que se discute els adelante.

10b. Esta sección estl basada en Tietenberg (1984).

107. Esiste controversia en la literatura respecto de radies fueron Ujsraxoaes que perecieron elmnar las cor- 
tifos «".eraltiafos de depósitos. fnr na lado. Gílbert y fcod 11987) arqueent» qoe el sistaea de qaraatu de 
depósitos aplica el éaitc obtenido luepo de la 6raa Depresión, pof otro. Rolnick y deber (19051 y íhite |198«) es­
tudiaron respectivaeente el sistena financiero de Gran Bretaña y Estados Unidos del siglo pasado cuando no habia 
grandes regulaciones. Estos trabajos deeostrarian que las quiebras sucesivas de bancos en Estados Unidos se
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Este sistema es actualmente criticado1"" porque no existe una 
perfecta asociación ("experience-rating") entre el mayor riesgo 
asumido por algunas entidades y el costo del seguro. En este caso 
existe un incentivo al "free-ride" que se traduce en carteras más 
riesgosas, afectando la estabilidad global del sistema. Puede? verse 
entonces, que la existencia de recursos de propiedad común exige 
definiciones de política en sectores muy importantes de la economía.

IV CONCLUSIONES

La revisión de la literatura y de la experiencia internacional 
revelan que la sociedad mundial había idealizado en exceso las ven­
tajas de la intervención estatal en los mercados. Muchos de los 
K-oblemas señalados en las secciones anteriores se originan por no 
aberse visualizado que la solución estatal también tiene costos. 

Los errores de los funcionarlos reguladores y la posibilidad de cap­
tura de las agencias, y los problemas general izados de las empresas 
públicas han revelado la necesidad de prestar una atención con­
siderable a los problemas de incentivos y han llamado la atención 
sobre la posibilidad del fracaso del estatismo, contrapuesto a las 
fallas del morcado. Paralelamente, el avance tecnológico ha 
relativizado la importancia práctica de algunas falencias del libre 
mercado y, fundamentalmente, el éxito de algunas políticas de 
desregulación destaca que en muchos sectores es factible confiar en 
el libre juego de las fuerzas de la oferta y la demanda.

Sin embargo, es importante destacar que el fracaso del interven­
cionismo no na eliminado los problemas del mercado. Antes bien, ha 
Elanteado la necesidad de efectuar un análisis especial de los dis- 
intos casos. No obstante el lo,pueden señalarse algunos aspectos'7

1) Excepto on casos muy especiales, alentar una mayor competencia 
asegura una mejora en el bienestar global de la comunidad. Por ello, 
medidas tale9 como la eliminación de restricciones legales a la 
entrada de nuevas firmas, la apertura de la economía al comercio in­
ternacional, la erradicación de privilegios de algunas empresas, 
tienden en general a asegurar una ganancia de bienestar.

2) La privatización de activid«ides estatales tiende a ser 
beneficiosa en aquellos mercados potencialmente competitivos. Ex­
isten mayores dificultades en los servicios públicos que no estén 
sujetos a la competencia externa, qu» exigen soluciones nuevas, en 
particular si coexisten etapas de la cadena productiva con 
características de monopolio natural, con otras competitivas.

3) En aquellos sectores donde subsistan empresas de propiedad es­
tatal. la presencia de objetivos no empresarios dificulta 
notablemente el control y no asegura su cumplimiento. Asimismo, 
puede impedir la racionalización de las actividades al no existir 
metas claras a ser alcanzadas. Por ello, es preferible que las 
empresas públicas maximicen beneficios y luego sea el gobierno 
central el encargado de asignar «san y otros recursos «n función de 
aun objetivos sociales.

circunscribían a los bancos con cartera actlta ais CMproaetida, ante caabios en los precios relativos de los ac­
tivos. Mientras que es Gran Bretaña, la eaistencia de garantías reales de los accionistas de los bancos aparen­
temente evitó las corridas eo serie.

IM. Ver Pyle Ilt8b|.
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